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 Acta No. 474 del 17 de septiembre de 2009. 


 Expediente 66001-31-03-001-2009-00225-01

Decide la Sala la impugnación propuesta por la señora Luz Aley Garzón Garzón, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 3 de agosto último, en la acción de tutela que instauró contra el Fondo de Solidaridad y Garantías Fosyga.

ANTECEDENTES

Expresa la demandante que el 8 de marzo del año pasado falleció su hijo Joel Jovanni Candamil Garzón cuando se desplazaba en la motocicleta de placas SIS 87; el seguro obligatorio que portaba resultó ser un documento falso porque no correspondía al vehículo que conducía; con fundamento en el Decreto 3990 de 2007, en su propio nombre y en el de su esposo, elevó petición al Fosyga para obtener el reconocimiento de la indemnización a que tienen derecho con motivo de esa muerte en accidente de tránsito sin contar con seguro obligatorio; anexó los documentos necesarios para demostrar la existencia del hecho, el parentesco y declaraciones sobre la inexistencia de personas con igual o mejor derecho; pasados seis meses sin recibir respuesta presentó acción de tutela contra esa entidad; una vez notificada su admisión le respondieron exigiéndole  documentos que ya había presentado y otros que por reserva legal no podía aportar; el 21 de mayo último envió nuevamente al Fosyga la reclamación con la documentación pedida y otra más, sin que aún obtenga respuesta.

Considera que la actitud negativa y negligente de la demandada vulnera sus derechos fundamentales como el de petición y propiedad privada y solicita se ordene al Fondo de Solidaridad y Garantía Fosyga cancelarles a ella y a su esposo la indemnización reclamada.

ACTUACIÓN PROCESAL

La demanda se admitió mediante auto del 21 de julio de este año, providencia en la que se dispuso correr traslado a la entidad accionada y se decretaron pruebas.

La gerente del Consorcio Fidufosyga respondió por escrito en el que indicó que han realizado todos los trámites que requiere reclamación como la presentada por la demandante, de acuerdo con las directrices del Ministerio de la Protección Social; que fue devuelta para que se subsanara y aportaran otros documentos; nuevamente se radicó en esa entidad el 26 de mayo de este año, se sometió al procedimiento respectivo y actualmente se encuentra en revisión.  Considera que no ha vulnerado derechos fundamentales a la demandante porque la presentación de una reclamación no constituye derecho.  Pide tener en cuenta que tutela por los mismos hechos se presentó y decidió en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito lo que podría constituir una acción temeraria y solicita se nieguen las pretensiones; además por ser la causa de ellas el pago de una indemnización, para lo cual no procede el mecanismo de la tutela.

Culminó la instancia con la sentencia objeto de impugnación, en la que se negó el amparo reclamado. Consideró el a-quo que “no se cumple con el presupuesto de legitimación en la causa por activa” en relación con el señor José Joel Candamil Arias, quien no ha suscrito derecho de petición alguno y  porque la demandante no expresó los motivos por los “cuales está agenciado derechos ajenos”. Además sostuvo que el mecanismo empleado resulta improcedente porque se relaciona con el pago de una indemnización, conflicto que escapa la órbita del juez constitucional, sin que de otra parte se hubiese demostrado la existencia de un perjuicio irremediable que justificara la tutela como mecanismo transitorio de protección.  Sobre el derecho de petición invocado afirmó que los hechos y pretensiones se habían resuelto mediante tutela anterior.

La demandante, inconforme con la decisión, la impugnó.  Alega que los hechos en que se sustenta esta acción son diferentes a los planteados en la que se tramitó en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito y que la entidad accionada desconoció su derecho de petición porque no le ha dado respuesta de fondo, clara y precisa a su solicitud.

CONSIDERACIONES

El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.  

Aunque la demandante planteó como pretensión única expedir orden al Fosyga para que cancele en su favor y de su esposo la indemnización a que tienen derecho por el fallecimiento de su hijo en accidente de tránsito, de los hechos relatados al formular la acción surge de manera obvia que considera vulnerado el derecho de petición, al aducir que el 21 de mayo de 2009 envió a la entidad la solicitud para obtener su reconocimiento, con los documentos exigidos, sin que hasta la fecha haya obtenido respuesta.

Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

De resultar vulnerado, ante dilaciones indebidas, dado su carácter de fundamental, es posible acudir ante el juez constitucional en busca de amparo, con el fin de obtener una respuesta rápida y oportuna.

Sobre tal derecho, se considera oportuno transcribir un pronunciamiento de la Corte Constitucional:

“...En torno al derecho de petición es pertinente destacar los parámetros que la Corte Constitucional ha establecido respecto de su ejercicio y alcance, los cuales han sido objeto de estudio en diversas sentencias, entre las cuales está la T-377 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita”
. 

El Código Contencioso Administrativo que se encarga de regular ese derecho dice en el artículo 3º que las actuaciones administrativas se desarrollarán con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, imparcialidad, publicidad y contradicción y explica que en virtud al principio de eficacia, se tendrá en cuenta que los procedimientos deben lograr su finalidad, removiendo de oficio los obstáculos puramente formales; el 6º dice que las peticiones se resolverán o contestarán dentro de los quince días siguientes a la fecha de su recibo y de no ser posible hacerlo en ese plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando la fecha en que se dará respuesta; el 9º  expresa que toda persona podrá formular peticiones de interés particular y el 31 ordena a las autoridades hacer efectivo el derecho de petición.

Está probado en el plenario que el 21 de mayo de 2009 la demandante formuló ante el Fondo de Solidaridad y Garantías -Fosyga-, petición relacionada con la indemnización que reclama por la muerte de su hijo Joel Jovanni Candamil Garzón en accidente de tránsito
. Además, que no ha obtenido respuesta alguna, hecho que aceptó la misma accionada al responder la demanda e informar que  aún se encuentra en trámite.

El contenido de la comunicación dirigida al demandante, que sin fecha obra a folios 48 y 49 del cuaderno Nº. 1, no contiene una respuesta de fondo, clara y precisa, pues se limita a informarle que se radicó su petición para que se surtiera un nuevo proceso de auditoría, de acuerdo con el orden cronológico que le corresponda.

Han transcurrido más de tres meses desde cuando se elevó la solicitud sin que la entidad accionada resuelva de fondo la cuestión y por ende, como el término previsto para responder por el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo se encuentra vencido, se ha vulnerado el derecho de petición que debe ser protegido. 

Para la Sala no tienen acogida los argumentos de la entidad demandada y del señor juez de primera instancia, en relación a que se han instaurado dos solicitudes de amparo constitucional con fundamento en unos mismos hechos, toda vez que como lo demuestra la  copia del fallo proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira
, el 8 de mayo de 2009, la primera se negó porque se consideró superado el hecho con la respuesta que dirigió a la accionante la entidad demandada, en la que le informó que se había negado porque “le faltan algunos requisitos”, mientras que la que ahora se decide tiene sustentó en hechos posteriores a esa providencia, concretamente en la negativa conducta de la accionada que no responde petición elevada el 21 de mayo del mismo mes, a la que incorporó los documentos que se echaban de menos y que estuvo en capacidad de aportar.

Tampoco aquellos que consigna la providencia impugnada en relación con la falta de legitimación del señor  José Joel Candamil Arias, quien no es parte en este asunto y a quien no se ha lesionado el derecho que resultó vulnerado, toda vez que no ha suscrito la petición que aún no se resuelve a la promotora del proceso. 

Ni aquel que contiene el escrito de contestación en cuanto a que no se trata de un derecho de petición la reclamación hecha por el accionante, porque efectivamente constituye tal al elevar una solicitud de carácter particular que debe resolverse en el término previsto por el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo, ya que  disposición especial no prevé uno diferente.

Así las cosas, se revocará la providencia impugnada y en su lugar se concederá el amparo solicitado.  En consecuencia, se ordenará a la entidad demandada que dentro del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, se pronuncie sobre la solicitud contenida en el escrito que le dirigió la demandante el 21 de mayo de este año.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

1.- REVOCAR la sentencia de fecha 3 de agosto de 2009, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira.

2.- CONCEDER la tutela solicitada para proteger el derecho  fundamental de petición de que es titular la señora Luz Aley Garzón Garzón. En consecuencia, se ordena a la Dra. María Lesly Vallejo Becerra, gerente del Consorcio Fidufosyga 2005, o a quien haga sus veces, que en del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, resuelva de fondo la solicitud elevada por la demandante el 21 de mayo de 2009.  

3.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

4.-  Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO     

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

�	 Sentencia T-79, febrero 6 de 2003, M.P. Jaime Araújo Renteria.


�	  Folios 2 y 3, cuaderno No. 1


�	 Folios 56 a 59, cuaderno No. 1







